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      La historia de los decenios de 1930 a 1960 es la de la institucionalización de cambios económicos y demandas políticas y sociales generadas durante la revolución de 1910 a 1920. Semejante proceso transcurrió en un contexto internacional —la Gran Guerra y la Gran Depresión— que impactaba en todos los países con secuelas que aceleraron los requerimientos ciudadanos, los derechos políticos y sociales y la movilidad de las nuevas generaciones.




      La evolución política de esos treinta años colocó a México en la contemporaneidad y condicionó sus exigencias y tendencias. Su trayectoria se inscribe tanto en el ideario de la revolución de 1910-1920, en ejecución de los principios más avanzados de la Constitución de 1917, tales como los artículos 3, 27 y 123, y en la ideología nacionalista que imperó de 1920 en adelante. Todos fueron elementos fundamentales que definieron de modo particular a nuestro país.




      Precisamente porque el ingreso de México en la contemporaneidad fue similar al de otros países latinoamericanos y europeos, se generó una política de masas que se incorporó al proceso y les reconoció deberes y derechos universales como el voto, el derecho de asociación, el de huelga, el derecho a la salud, a la educación y a la organización partidaria. La nueva tendencia de mayor libertad, igualdad y fraternidad formó parte de un cambio mundial que, como tal, propició el surgimiento de grupos de interés conformados según las particularidades de cada país.




      La sociedad en 1930 se componía de 16,5 millones de habitantes y al término del decenio de 1960 se había duplicado (circa 35 millones de mexicanos). México registró una tasa de crecimiento general del 2,6 por ciento entre 1930 y 1950 y del 3,2 por ciento entre 1950 y 1970, periodo caracterizado por la disminución de la mortalidad y el sostenido índice de altas tasas de natalidad. La tendencia dominó el crecimiento urbano que en términos generales fue el doble del rural.




      La transición en acto comportó la incorporación de una creciente población y la primera consolidación de la política de masas mediante el establecimiento de un nuevo orden político. Entre 1920 y 1940 se institucionalizó una revolución encabezada por ciudadanos en armas que derrotaron a un ejército profesional en 1914; superada tal fase, sucedió la pacificación del país. Los ciudadanos armados, clases medias, obreros, campesinos, se identificaron con distintas ideologías y grupos de interés organizados en corporaciones, ligas y partidos. La fuerza que cobraron estos actores populares explica la popularidad, la movilidad social, el avance político y de bienestar social de los decenios 1920 y 1930. Fue a partir de 1945-1960 cuando el sistema político adoptó el carácter de régimen al aprovechar las instituciones populares como clientelas subordinadas al Estado, y al igual que en el resto del mundo, las políticas sufrieron un giro hacia la derecha. Fue la etapa que sustentó la vida política en un solo partido —el PRI o Partido de la Revolución Institucional, que se hizo con todos los cargos con más del 90 por ciento del voto eleccionario— y en la que se desarrolló una política de corte corporativo antidemocrática que operó a base de pactos informales —no públicos— que conllevó prebendas y concesiones entre las partes.




       




       




      Nuevo orden político




       




      El reordenamiento político invocó la Constitución de 1917 que prohíbe a cualquier político su acceso a la presidencia por vía de las armas al declarar en su artículo 82, inciso VII, que para ser presidente se requiere «no haber figurado directa o indirectamente en alguna asonada, motín o cuartelazo». Establece además como principio constitucional la no reelección del presidente. Estos dos preceptos fueron los mecanismos más poderosos que impulsaron el proceso de institucionalización política del país, subordinaron a las facciones en armas al poder civil y acotaron el poder presidencial primero a cuatro y, de 1934 en adelante, a seis años.




      Disciplinar una sociedad superada la guerra civil, y someter a las múltiples fuerzas en armas al poder civil fue una gran faena política. En 1921 México contaba con el llamado Ejército Constitucionalista, que en total estaba integrado por 118.563 efectivos: los cuadros de mando estaban formados por 679 generales, 4.463 jefes (de coronel a mayor), y 15.421 oficiales. Esto representaba un soldado a sueldo más intendencia por cada 10.000 mexicanos, sin considerar a los grupos informales armados del país y a las fuerzas auxiliares de cada gobierno estatal. Sin embargo, este ejército no constituía una corporación profesional pues uno de los grandes éxitos de la Revolución Mexicana fue interrumpir su proceso de profesionalización. En agosto de 1914, una ciudadanía en armas, al derrotar y disolver al ejército permanente del Porfiriato, abrió el camino para que se consolidaran instituciones civiles comprometidas con un ideario social. Se insiste en este aspecto porque se considera un rasgo esencial del naciente sistema político, distinto al desarrollo de la militarización ocurrida en el Cono Sur a lo largo del siglo XX. Las facciones de ciudadanos en armas desarrollaron políticas y alianzas con distintas agrupaciones y sectores civiles de la sociedad y juntos encabezaron las instituciones del nuevo México; tardaría casi medio siglo, llegada la II Guerra Mundial, en que se profesionalizara el ejército mexicano, cuando el país contaba ya con instituciones civiles consolidadas.




      La pacificación se hizo de modo pragmático. Durante los periodos presidenciales del ex presidente municipal y agricultor sonorense Álvaro Obregón (1920 y 1924) y de su sucesor, Plutarco E. Calles (un ex maestro de escuela media), se abrió un horizonte esperanzador para los sectores populares. Obregón había pactado con obreros y campesinos que, de llegar a la presidencia de la República, los apoyaría: con los zapatistas en el estado de Morelos, el núcleo armado símbolo del agrarismo mexicano, repartió las haciendas azucareras en propiedad ejidal. Obregón promovió la Confederación Regional Obrera Mexicana, CROM, y su Partido Laborista, el PL. En 1921 se creó el PCM, Partido Comunista Mexicano, como otros partidos y ligas nacionales.




      Obregón, como presidente, pactó con todas las ideologías y agrupaciones. El reparto agrario nacional avanzó, pues, entre 1921 y 1924, se distribuyeron 1,2 millones de hectáreas, beneficiando a unas 132.969 familias. A los sectores moderados —incluso a los rebeldes en armas— Obregón les dio garantías para que depusieran las armas como ocurrió con los terratenientes en Chiapas y con las guardias blancas de las compañías petroleras en el Golfo de México; similar fue su postura con los dueños de terrenos que recibían regalías de compañías extranjeras a cambio de la explotación de sus campos petroleros. Las organizaciones agrarias y obreras recibieron dádivas del presidente; sus líderes fueron encumbrados en puestos ministeriales, como el líder de la CROM Luis N. Morones, quien ocupó la Secretaría de Trabajo, Industria y Comercio. Nació así el nuevo sistema de intercambio entre el gobierno y los sectores públicos, empresarios, trabajadores y campesinos; es decir la praxis de concertar con los líderes de estas corporaciones los mecanismos de precios, salarios y beneficios para sus agremiados.




      Lo singular del periodo fue el vigor y número de organizaciones, partidos, sindicatos, ligas de trabajadores del campo, organizaciones de industria, de manufactura y de talleres artesanales. Pero muy pocos contaron con fuerza autónoma para sostener una política propia, por lo cual recurrieron a la ayuda del nuevo Estado. Hacia mediados del decenio de 1920 comenzó a apreciarse una nueva agitación social y descontento popular, en buena medida producto de la depresión económica que se inició en México hacia 1926 y se sumó a las secuelas materiales de los años de guerra previos.




      Empeño de gran mérito fue el esfuerzo por encauzar la energía desatada por una sociedad en armas mediante la política educativa y cultural. Concebida como el principal sostén del crecimiento de la sociedad, difusora de igualdad de oportunidades y forjadora de una nación incluyente en la que se beneficiarían todos los mexicanos, independientemente de su riqueza, condición social o etnia, la política educativa cumplió con uno de los ideales más sentidos de la revolución. Con esta inteligencia, en 1921 el presidente Obregón creó la Secretaría de Educación Pública (SEP) y al frente puso a José Vasconcelos, un intelectual de primer orden, idóneo para forjar una idea unitaria de raza y sociedad. Su tarea fue formidable en un país donde el analfabetismo alcanzaba un 72 por ciento de la población. El presupuesto inicial de la SEP fue de 300.000 pesos para subir en el mismo cuatrienio a seis millones; es decir, del 1,3 por ciento del presupuesto total aumentó al 9,3 por ciento.




      Cuando Plutarco Elías Calles llegó a la presidencia en 1924 existían algunas organizaciones centrales con capacidad para mantener la unidad del país: los aparatos administrativos y los partidos regionales, de los cuales el más importante fue el Partido Laborista (PL), brazo político de la CROM (Confederación Regional de Obreros Mexicanos) compuesto por organizaciones de trabajadores, sociedades de artesanos y ligas campesinas. El PL sumó políticos locales y municipales a líderes obreros que tomaron las armas o colaboraron con las facciones de Obregón y Plutarco Elías Calles y el Partido Fronterizo, cuyo líder era un hábil político, Emilio Portes Gil. No obstante, el país seguía fragmentado en grupos regionales poderosos y un puñado de políticos que detentaban el grado y el poder de «generales de la revolución», que les hacía sentir merecedores de la presidencia o de cargos ministeriales. En tanto, los movimientos de trabajadores del campo y de las industrias modernas habían adquirido matices de revolución social. La praxis política del gobierno de Álvaro Obregón de los años previos se había agotado y vientos de insatisfacción desestabilizaban el país.




      Durante la presidencia de Calles la política pública fue distinta, menos carismática y dirigida a fortalecer la Administración central. Calles fue el hombre creador de instituciones. Fundó el Banco de México y la Comisión Nacional de Irrigación, constructora de carreteras y de irrigación sin precedentes, y diseñó los mecanismos anticaudillistas para conducir la política hacia los órganos del Estado. El desarrollo de una política de mayor control por el Ejecutivo del gobierno y de la Administración federal dieron a la presidencia de Calles un tinte estatista.




      El momento que se vivía facilitó centralizar la economía y la política, pues el país, de 1926 a 1929, libró una guerra campesina y religiosa en gran parte del territorio: la guerra en nombre de Cristo Rey (guerra cristera). Con la presión de la CROM, y la aguerrida política de la Iglesia católica en contra de toda reforma popular, el gobierno hizo ejecutivos los artículos constitucionales que marcaron la definitiva separación de Iglesia y Estado. El presidente se apoyó en las campañas de propaganda del partido de la CROM, el Laborista, incluida su ambición de fundar una Iglesia nacional, la Iglesia Católica Apostólica Mexicana.




      Iglesia y Estado iniciaron una lucha sin tregua. La primera censuró y se movilizó en contra de los artículos constitucionales relativos a la educación, a la prohibición de órdenes monásticas, la expropiación de la tierra y de bienes corporativos. El gobierno respondió con la aplicación inmediata de la Constitución: los gobernadores expulsaron a los sacerdotes extranjeros, las autoridades locales cerraron escuelas, conventos y hospicios de huérfanos católicos y se aceleró la desamortización de la propiedad corporativa. La resistencia católica comenzó por organizarse para la guerra civil, nació la Liga Nacional Defensora de la Religión Católica; en contrapartida el gobierno expulsó al delegado apostólico, lo que provocó que se radicalizaran los obispos y ordenaran la suspensión de cultos. En 1929 se firmaron los acuerdos que estipulaban la separación terminante entre Iglesia y Estado: la primera acotada a Dios y el Estado laico a cargo del gobierno. Tal separación perduró hasta el gobierno de Carlos Salinas de Gortari, 1989-1994.




       




       




      La centralización política




       




      El caos que pretendían provocar los grupos desafectos a los cambios del gobierno tardó en ser liquidado. En 1929, Calles convocó a los principales «generales de la revolución» y en reunión cerrada pactaron que ninguno, incluido él mismo, ambicionaría la presidencia. Entre todos escogerían a un civil como interino para preparar las elecciones. El político civil de mayor temple y base autónoma era Emilio Portes Gil, gobernador del estado de Tamaulipas, fundador y artífice del Partido Fronterizo, la organización política más poderosa del Golfo de México. Portes Gil fue proclamado por el Congreso presidente interino con la encomienda de preparar las elecciones para el periodo presidencial de 1930 a 1934.




      El acuerdo entre cabecillas y «generales de la revolución» abrazó distintos movimientos, corrientes y partidos locales y sus clientelas. Los del Golfo, el Fronterizo y el Socialista del Sureste y las ligas y las organizaciones de la región fueron la espina dorsal de la naciente confederación de partidos; de hecho, antes de 1933, existió un pluripartidismo en los poderes legislativos de la federación y de los Estados. En cambio, la idea de Plutarco E. Calles, para entonces reconocido como el «Jefe Máximo», fue formar un partido promotor de principios básicos emanados de una convención que obligara a todo candidato del gobierno a una política determinada y que garantizara su éxito electoral. El nuevo partido sería nacional compuesto por correligionarios civiles o militares organizados por el Estado conforme a sus áreas de trabajo; sus ideales se definirían de interés nacional; y como tal, adquirió la connotación de partido del gobierno.




      Primero se negoció la incorporación de las organizaciones surgidas durante los dos decenios de movilización social. Hasta ese momento, Calles había sido capaz de mantener su posición de Jefe Máximo de todas las fuerzas allegadas al gobierno y de fungir como mediador, por lo que su personalidad fue clave en el proceso de negociación. Lo que Calles buscaba era organizar las fuerzas políticas bajo el influjo de las nuevas tendencias corporativas, a semejanza del fascismo italiano y español. En noviembre de 1928 inició actividades el Partido Nacional Revolucionario, el PNR, agrupación de jefes políticos y partidos políticos estatales y regionales. De inmediato el PNR en su convención tomó dos medidas: ampliar de cuatro a seis el periodo presidencial y aprobar un Plan Sexenal en el que se fijaron las directrices básicas de la política general del país.




      En un primer momento se respetó la autonomía de los partidos locales, el PNR confederó partidos y organizaciones que reclamaban ser producto de la revolución: éstos preservaron su autonomía y sus estatutos; a cambio debieron acatar las decisiones de carácter nacional que tomara su comité ejecutivo central con sede en el Distrito Federal. El PNR fue el primer paso para crear un partido único y nacional. No sólo nació para las elecciones, sino para regir los destinos políticos de la sociedad «revolucionaria», de intelectuales, burgueses, proletarios, trabajadores del campo; es decir, nació como partido nacional interclasista.




      El PNR acabó por trascender las esferas de poder local: en gran parte de los estados eligió con más del 90 por ciento de los votos a los gobernadores y depuró —entre 1921 y 1936— los altos mandos del ejército, lo que dislocó los nexos entre facciones políticas. La presidencia y el partido solían «palomear», es decir, seleccionar los nombres de los candidatos a cargos electivos y luego negociaban con las fuerzas políticas locales el candidato definitivo. Medida fundamental en el proceso de reorganización del sistema político fue el artículo 115 de la Constitución de 1917 que reconoció la autonomía municipal con su ayuntamiento electo directa y popularmente. La formación de alrededor de 2 millares de municipios en la república (hoy suman 2.435), sede de gobiernos locales, fue esencial para la paz pública. Éstos fueron reforzados con 280 centros distritales subordinados a 31 partidos políticos estatales que reconocían una sola directiva: la del Comité Nacional del PNR. De ahí que, en los años sucesivos, el PNR conservara un marcado carácter territorial, no obstante sus fuertes rasgos corporativos.




      En 1929, José Gonzalo Escobar, «general» desafecto de la revolución, intentó rebelarse, lo que sirvió para que se lanzara la señal de que «toda rebeldía sería considerada una traición a la patria», con lo que se pudo purgar a generales y gobernadores «desleales». Por ese entonces también se mandó liquidar a otros potenciales «enemigos de la revolución»; el mensaje era claro: la lucha por el poder por medio de un golpe de Estado no se toleraría, toda lucha política se dirimiría dentro y por conducto del partido del gobierno, el PNR.




      En la elección nacional se probaría la eficacia del novel partido: se nombró candidato a la presidencia a una persona sin vínculos políticos significativos, de modo que dependiera exclusivamente del PNR: éste fue un hombre de Michoacán, Pascual Ortiz Rubio. Sus contrincantes fueron Aarón Sáenz, originario de Nuevo León, magnate azucarero representante de prósperos hombres de negocios y de la facción favorable a cancelar las reformas radicales. Fuera de la «familia revolucionaria» se presentó como candidato autónomo José Vasconcelos, el popular ex secretario de Educación con apoyo urbano significativo entre las clases medias. El PNR organizó con notoria eficacia el voto rural. La votación fue abrumadora en favor de Ortiz Rubio: 1.948.848 votos, contra 110.979 para Vasconcelos; el PNR con Calles como Jefe Máximo al frente del partido mostraba su eficacia de control social y electoral. Entre 1930 y 1931 la lucha de facciones se concentró en el partido, en el que Calles nombró a una persona de su confianza, Lázaro Cárdenas, dirigente. Las dos instituciones, Congreso y PNR, fueron los contrincantes del debate político donde se expresaron las facciones organizadas en partidos regionales o como bloques políticos. Correspondió a Cárdenas, en su calidad de jefe del partido, concluir el proceso de centralización y acabar con las facciones indisciplinadas o externas del PNR, que se focalizaban en el Congreso, entre algunos gobernadores, en el ejército y en las nuevas organizaciones agrarias y obreras independientes. Un puesto clave entre las facciones en pugna dentro del sector militar lo ocupaba el general Joaquín Amaro, quien en ese momento ejercía el cargo de secretario de Guerra del presidente en turno, Ortiz Rubio. Era vox pópuli que Amaro era «el verdadero poder tras el trono». Los otros «generales» que sustentaban el régimen eran Lázaro Cárdenas, tipógrafo de Jiquilpan, Michoacán; Juan Andreu Almazán, médico, originario del sur de México, de filiación liberal maderista; y Saturnino Cedillo, un ranchero —poco letrado— de San Luis Potosí, quien decía tener como ideal que todo agrarista tuviera un coche Ford en su parcela.




      El peligro latente radicaba en Amaro, quien a diferencia de los otros tres, sí tenía dotes militares y, por lo mismo, poder bélico mientras era secretario de Guerra. El que pudiera permanecer tres años más como «poder tras el trono» lo convertiría en un contrincante de peso y además iba a contracorriente con el proyecto de Calles, de un partido nacional con predominio sobre el gobierno y la sociedad.




      En octubre de 1931, tuvo lugar una crisis ministerial y los «generales» Cárdenas, Almazán y Cedillo presentaron su renuncia; con ello obligaron al general Amaro a hacer lo mismo. A los pocos meses renunció el presidente Ortiz Rubio. El Congreso designó al general Abelardo L. Rodríguez presidente provisional, para gobernar hasta el 1 de diciembre de 1934.




      De 1929 a 1934, en el Congreso estalló la disputa política más importante de los partidos o facciones opuestos al proceso de centralización y al debilitamiento del federalismo. Ésta se desató con el debate en torno a la reelección de miembros de la Cámara de Diputados. El problema era de fondo, pues hasta ese momento la Constitución sólo prohibía la reelección del poder ejecutivo, por lo que se entiende que se trataba de una reforma mayor (hoy en día se ha vuelto a debatir la posibilidad de reelegir a los representantes del legislativo). El debate y una solución favorable a la no reelección debilitaría las facciones de oposición o las bases de los gobernadores en el Congreso y de grupos políticos estatales; a su vez la no reelección fortalecería al poder presidencial al hacer coincidir la duración de cargos de elección con el periodo presidencial de seis años. En el Congreso de la Unión la corriente en favor de la reelección contaba con fuerza, sólo que tuvo que ceder en la convención nacional del PNR, celebrada en Aguascalientes, donde se logró el voto en favor de la no reelección de diputados estatales, federales y de senadores. El 29 de abril de 1933, el Congreso aprobó e hizo ejecutiva la reforma al artículo 83 constitucional, que fijó lo que hoy en día rige: la duración de seis años del encargo presidencial, sin derecho a reelección; para los senadores, la duración igual a la anterior, y para los diputados, tres años, sin derecho a reelección inmediata.




      Los años de 1929 a 1934 fueron de profunda actividad legislativa pues en múltiples sentidos se introdujeron cambios esenciales en la Constitución federal y liberal de 1917 para transfigurar su ideario original liberal democrático por un régimen netamente presidencial regido por un Estado poderoso con capacidad para incidir en las esferas de producción estratégicas. El Congreso de la Unión adquirió facultades legislativas respecto de la minería, el comercio, las instituciones de crédito y para establecer un banco de emisión único (1929). Luego, entre 1933 y 1934, se amplió el poder federal mediante leyes laborales que hasta entonces formaban parte de la esfera soberana de las entidades federativas. Pasaron a estar bajo jurisdicción federal los asuntos del trabajo relativos a ferrocarriles, al transporte federal, la minería y los hidrocarburos, además del trabajo marítimo y portuario (1933), y, por último, en 1934, los textiles. La reglamentación de estos cambios se inscribió en el Código Federal del Trabajo. Hubo críticas de parte de los diputados de la oposición, quienes afirmaban que estas leyes eran fascistas y lesivas a la soberanía de los estados y que violentaban la autonomía sindical al subordinar las relaciones de trabajo al poder federal; que incluso el nuevo código limitaba el derecho de huelga al regular la relación obrero-patronal, vía las Juntas de Trabajo. Algo similar se adujo con las reformas del artículo 115 que fijaba el periodo de gobierno municipal en cuatro años sin derecho a reelección inmediata y sujeto a otras medidas que debilitaban lo que fuera la fuerza del sistema federal desde su base, el municipio.
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